	Fecha
	31 de julio de 1958
	Sesión número
	44

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ANA MARÍA ACOSTA GUTIÉRREZ

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN, PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

	Objeto del recurso: La recurrente impugna la revocatoria, que estima ilegal y abusiva, de una resolución del Consejo Superior de Tránsito que le otorgaba la concesión de una línea de buses.

	Respuesta del recurrido: No existe evidencia de la existencia del acto de adjudicación alegado por la recurrente.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (no se acredita la lesión alegada).


N° 44
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del treinta y uno de julio de mil novecientos cincuenta y ocho, con asistencia de los Magistrados Baudrit (Presidente), Valle, Elizondo, Quirós, Ramírez, Ávila, Bejarano, Acosta, Jacobo, Soto, Trejos, Sanabria, Calzada, Fernández, Jiménez, Jugo y Porter.

Artículo V
Se trajo a estudio, además, recurso de Amparo establecido por la señora ANA MARÍA ACOSTA GUTIÉRREZ contra el señor Presidente de la República y Ministro de Gobernación, encargado del de Seguridad Pública. La recurrente alega: “Antecedentes: A) El Consejo Superior del Tránsito, después de realizar los estudios pertinentes, determinó la necesidad de poner en el servicio de transporte de pasajeros entre la ciudadela del INVU en Hatillo y San José, cuatro unidades nuevas en forma regular y estable. Así se originó la licitación pública #17, publicada en La Gaceta del 25 de febrero de 1958. B) El Consejo mencionado adjudicó esa licitación a la empresa Barrio Cuba Limitada, por Acuerdo #3 del 31 de marzo de 1958, sin tomar en cuenta un valioso informe jurídico del Procurador General de la República, vertido sobre el caso concreto, y que profundizaba sobre el aspecto de la no existencia de la ‘prioridad’ de la empresa que provisionalmente hacía ese servicio licitado, y sobre las ‘mayores ventajas’ que contenía mi oferta. Como ejemplo de esas mayores ventajas está el significativo hecho de que cada unidad de las ofrecidas por mí, valen más de treinta mil colones sobre los precios unitarios de autobuses ofrecidos por las otras empresas. Además, mi oferta superaba el cartel de la licitación #17 con ocho ofrecimientos extras. Con tales razones a mi favor, presenté apelación contra ese acuerdo del Consejo. C) El Ministro de Seguridad Pública, al conocer de dicha alzada, por mandato expreso del artículo 30 de la Ley de Transporte Remunerado de Personas N° 1277 del 24 de abril de 1951, reformada por la N° 1499 del 30 de setiembre de 1952 y por la N° 1729 del 5 de febrero de 1954, hizo un detenido estudio del asunto, dictando luego la resolución #47 de las 16 hrs. del 22 de abril de 1958, revocando el acuerdo llegado en apelación, y adjudicando a mi nombre la mencionada licitación #17. Posteriormente, a petición de la empresa Barrio Cuba Limitada, adicionó ese pronunciamiento por resolución de las 14 hrs. del 29 de abril de 1958, para determinar ciertos aspectos de la futura operación del servicio. D) En el Diario Oficial La Gaceta del 30 de mayo de 1958, en la página 1773, se publicó un aviso del Consejo Superior de Tránsito, dando cuenta de la adjudicación de la licitación #17 a mi favor, según la citada resolución #47 del Ministerio de Seguridad Pública. E) Inmediatamente, dada la firmeza de las resoluciones administrativas referidas, procedí al arreglo financiero respectivo para cumplir en todo la licitación adjudicada: firmé el pedido en la Casa ‘Auto Mercantil Limitada’ de esta plaza, representantes de la fábrica ‘Daimler-Benz A. G.’ de Mannheim, Alemania Occidental, y como la última resolución fue dictada el 28 de abril, el día 3 de mayo de 1958 hice un pago inicial de $13.200 (trece mil doscientos dólares), sea el 25% del precio total. Luego, con fecha 4 de julio en curso, por obligación del contrato, hice otro pago de $4.420 (cuatro mil cuatrocientos veinte dólares). F) La empresa Barrio Cuba Limitada, al saber la adjudicación de la licitación #17 a mi nombre, hizo abandono violento, y sin aviso previo, del servicio provisional que venía prestando en la línea afectada, por lo cual la Dirección General de Tránsito, con instrucciones del Ministerio de Seguridad Pública, y ante esa situación de emergencia, me llamó para prestar—también en forma provisional—ese servicio público, mientras empezaba a operar la concesión originada en la licitación #17 que estipulaba 120 días a partir de la adjudicación para comenzar a operar los nuevos vehículos. G) Aprovechando esa doble situación mía: como adjudicataria de la licitación #17 y como prestataria de un servicio provisional en la misma línea de transporte, la empresa Barrio Cuba Limitada trató de crear confusión al respecto, y alegando ciertas violaciones en la operación dicha, pidió la cancelación de la licitación #17 y que se le adjudicara a ella. H) El Consejo Superior de Tránsito, al conocer tan temeraria petición, dictó primeramente el Acuerdo #3 de la sesión 654 del 6 de mayo de 1958, convocando a una reunión; y luego dictó el acuerdo #3 de la sesión extraordinaria del 19 de mayo de 1958, en el que denegó la cancelación de la concesión ya firme, estimando con muy buen criterio que no podía cancelar una concesión que ni siquiera había empezado a operar, y que el servicio prestado por mí era de carácter provisional por el abandono de la empresa gestionante. I) La empresa Barrio Cuba Limitada presentó apelación de ese pronunciamiento del Consejo a tenor del mismo artículo 30 de la Ley de Transporte Remunerado de Personas. El Ministerio de Seguridad Pública, ejercido por el titular del de Gobernación, no conoció siquiera del fondo del asunto sometido a su conocimiento por imperio de una ley, omitió pronunciamiento—según propia declaración de su texto—y sin petición de parte, dictó la resolución #100 de las 17 horas de 9 de junio de 1958, en la cual expresa: ‘No aparece ningún acuerdo o resolución válidos sobre los cuales se pueda emitir pronunciamiento’. Luego indica que los acuerdos apelados tienen origen en las resoluciones #47 del Ministerio de Seguridad Pública y su adición de las 14 hrs. de 29 de abril y agrega: ‘Pero tales resoluciones no aparecen en los libros respectivos del Ministerio de Seguridad Pública, y los documentos de autos no demuestran que en ellos se cumplieran los requisitos que señala el artículo 146 de la Constitución Política para que tuvieran validez’. En la parte resolutiva apenas dijo: ‘Devolver estas diligencias al Consejo Superior del Tránsito para lo que proceda en derecho’. J) De este inusitado pronunciamiento, confuso y desconcertante, que en ese momento no pude suponer se tratara de una extralimitación de funciones e invasión consiguiente en la esfera del Poder Judicial, solicité aclaración advirtiendo que mi solicitud no implicaba consentimiento de la misma, sino el deseo de saber si me beneficiaba dando por firmes los acuerdos venidos en apelación, sobre los cuales no hubo fallo en alzada, o si me perjudicaba gravemente por desconocer resoluciones válidas no objetadas legalmente hasta esa fecha. El mismo Ministerio dictó la resolución S/N de las 15 hrs. del 18 de junio de 1958, no aceptando la petición de aclaración y expresando, entre otras cosas, lo siguiente: ‘Por otra parte, no entró el Ministerio a conocer puntos discutidos en el litigio’. K) El Consejo Superior de Tránsito, al conocer la resolución #100, y como si dijéramos en ejecución de sentencia, dictó el Acuerdo #2 de la sesión #666 del 17 de junio de 1958, en el que se dice: ‘Estimando que la resolución #100 (del Ministerio de Seguridad Pública) considera sin validez las resoluciones del Ministerio de Seguridad Pública de las 16 hrs. del 22 de abril, adicionada por la de catorce horas del 29 del mismo mes, ambas del año en curso, por cuanto no se cumplieron en ellas los requisitos que señala el artículo 146 de la Constitución Política, se acuerda: Confirmar el acuerdo #3 de la sesión extraordinaria del 31 de marzo de 1958, celebrada por este Consejo, y en consecuencia el término de 120 días para la operación de la concesión, rige a partir de esa fecha’. Adviértase que lo ‘confirmado’ por el Consejo lo fue el mismo acuerdo de adjudicación original de la licitación #17, que oportunamente había sido apelado por mí, y que fue objeto de las resoluciones firmes del Ministerio de Seguridad Pública #47 del 22 de abril, y su adición del 29 de abril, ambos de este mismo año. L) Contra este acuerdo del Consejo presenté apelación, más que todo para agotar los ‘recursos que la ley establece’ como reza el inciso d) del artículo 3 de la Ley de Amparo. Vino, como era lógico esperar, la confirmación del temerario acuerdo del Consejo en la resolución #115 de las 10 hrs. del 28 de junio en curso, digo, del mes próximo anterior, publicada en La Gaceta #150 del 6 de julio corriente. Se ha cerrado el ciclo. Se ha producido entonces, lo que al dictarse la resolución #100 parecía una ‘amenaza’, para convertirse ya en flagrante violación de derechos a mi favor, protegidos y amparados en la Constitución Política vigente. Derechos constitucionales amenazados y luego violados. Advertencia previa: para efectos de claridad en la exposición, la ‘amenaza’ de los derechos constitucionales se refiere, principalmente, a la resolución #100, y la ‘violación’ ya consumada, a la última dictada, sea la #115 del 28 de junio de 1958, sin perjuicio de que en la realidad jurídica presentada a esta Honorable Corte todas ellas forman un todo, habida cuenta de que la última no es sino ejecución de las primeras, y el conjunto constituye el motivo de este recurso. Artículo 45 de la Constitución Política: En lo conducente dice el artículo 45: ‘Artículo 45.- La propiedad es inviolable. A nadie puede privársele de la suya si no es por interés público legalmente comprobado, previa indemnización conforme a la ley’… Mi derecho de propiedad. La resolución #47 del Ministerio de Seguridad Pública de las 16 hrs. del 22 de abril de 1958, adjudicó a mi favor la licitación #17 del Consejo Superior de Tránsito, sea la concesión para prestar un servicio público de transporte de personas (ver punto C y la prueba C). La publicación de esa adjudicación se hizo en el Diario Oficial del 30 de mayo de 1958, y aun antes ya el Consejo había pasado aviso de lo mismo (ver punto D y prueba D). En consecuencia, perfectamente válida y firme tal resolución (de la cual incluso había sido pedida y resuelta una adición) y así la sigo considerando—aunque no viene al caso en esta vía la discusión de esa validez—por ajustarse completamente a la Ley de Transporte Remunerado de Personas, tanto en el fondo mismo de su pronunciamiento, como en el aspecto de la alzada que resolvía en consonancia con el artículo 30 de la Ley que otorgaba esa competencia a su Ministerio (como lo hace el artículo 23 de la Ley de Pensiones de Guerra con el Ministro de Trabajo, como se hace con las alzadas de adjudicaciones de tierras en el Ministerio de Agricultura, con las resoluciones de Migración en el Ministerio de Seguridad Pública, etc.). Esa alzada se le otorga por ley al Ministerio de Seguridad Pública, como una especie de Juez Administrativo, no es una apelación para ante el Poder Ejecutivo. Vaya lo anterior como explicación de la natural actitud mía de considerar legalmente válido lo actuado, sin que corresponda—como antes dije—discutir el punto en esta vía. La verdad es que, con la certeza del dictado de la resolución #47, su publicación en La Gaceta y la firmeza administrativa que le otorgan las leyes a tales pronunciamientos, hice los arreglos financieros con la Casa ‘Auto Mercantil Limitada’, representantes en Costa Rica de la Casa ‘Daimler-Benz A. G.’ pagando en el momento del pedido $13.260 (trece mil doscientos sesenta dólares), otro pago el 4 de julio corriente, por $4.420 (cuatro mil cuatrocientos veinte dólares), y el saldo a pagar en veinticuatro cuotas mensuales de $1.473,34, reconociendo intereses al 10% sobre saldos debidos. El pedido es especial, dadas las especificaciones requeridas por la licitación, y la llegada al país de tales vehículos será a mediados del mes próximo entrante (ver punto y prueba, letra E). Al convertirme en titular de los derechos de la concesión relacionada mi patrimonio acreció, ingresando al mismo los bienes incorporales constituidos por esos derechos. En otras palabras, nació el derecho de propiedad con todas las consecuencias derivadas de esa importante institución, entre ellas, la protección de la propia Constitución Política en su artículo 45. Si quisiera rebatirse en el informe de los funcionarios afectados con este juicio sumarísimo de amparo el concepto anterior, haciendo un análisis de la naturaleza jurídica de la licitación, y de la concesión que aquella origina, no llegarían tampoco a sorprender a los señores Magistrados, porque lo que importa es la entrada de los derechos atinentes a ellas dentro del patrimonio de una persona y no la licitación o concesión en sí misma consideradas. Y luego, no lograrían su propósito, porque aun con el estudio de la verdadera índole jurídica de esos actos administrativos, verían frustrados sus intentos. En efecto, algunos connotados tratadistas consideran a la concesión como un auténtico contrato administrativo, en estrecha y consecuente relación con la licitación. Así lo entiende el destacado autor Enrique Sayagués Laso en su obra ‘Derecho Administrativo’ (Editorial Martín Bianchi, Montevideo 1953), quien define la licitación en la página 552, número 373 B., resumiendo luego conceptos en la página 555, donde expresa: ‘La licitación es un procedimiento relativo a la forma de celebración de ciertos contratos, que tiene por objeto determinar la oferta más ventajosa, y del cual surge el vínculo contractual al finalizar el procedimiento con la resolución de adjudicación notificada al interesado’. Luego agrega este contundente párrafo (página 556): ‘No puede disociarse la licitación del contrato—como lo hace el primer punto de vista—porque el contrato nace dentro de la licitación. Tan cierto es esto que, de no estar expresamente exigida la firma del contrato, el vínculo se considera válido con las solas actas y resoluciones que consten en el expediente’. Aun tomando a la concesión configurada como acto mixto, compuesto de tres elementos: a) acto reglamentario, b) acto condición, y c) un contrato (Gabino Fraga, Derecho Administrativo, Cuarta Edición. México 1948, pág. 390 #250), siempre sería cierto y valedero que los componentes contractuales originan derechos patrimoniales que constituyen, sin duda alguna, el derecho de propiedad. ¿En qué consiste la violación del derecho constitucional? En las resoluciones #100 del 9 de junio y #115 del 28 también de junio, ambas de 1958, se tienen por nulas o inválidas tanto la resolución #47 del 22 de abril de 1958 y su adición del 29 de abril del mismo año, que adjudicaron la licitación #17 a mi favor y crearon mi derecho de propiedad, violaron en consecuencia el derecho consignado en el artículo 45 de la Constitución Política, al privarme de la mía sin llenar los requisitos que ese mismo texto ordena, y sin tener competencia alguna para el dictado de una anulación que nadie había solicitado, y que, por otra parte, corresponde en Costa Rica únicamente al Poder Judicial. Artículo 41 de la Constitución Política: En el título IV, capítulo único de la Constitución, está comprendido lo referente a ‘Derechos y Garantías Individuales’; entre tal articulado se encuentra el artículo 41 sobre el derecho de pedir y obtener justicia. Y con relación a los ciudadanos que ocurren a las leyes para reparar injurias o daños a su persona, propiedad o intereses morales, expresa en lo conducente: ‘Artículo 41.-… Debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes’. Al dictar el Consejo Superior de Tránsito el acuerdo #3 de la sesión del 19 de mayo de 1958, confirmó, si cabe esa palabra, mi derecho sobre la concesión adjudicada a mi nombre por la resolución ministerial #47, al no aceptar la inusitada solicitud de la empresa Barrio Cuba Ltda. De cancelar una concesión que ni siquiera había comenzado a operar. Tal acuerdo del Consejo, y otro anterior revocado en el mismo que simplemente convocaba a una reunión, fue objeto de apelación de la citada empresa para ante el Ministerio de Seguridad Pública. El mencionado Ministerio, ejercido por el titular del de Gobernación, al fallar debió naturalmente concretarse al ejercicio de la competencia restringida que le otorgaba el artículo 30 de la Ley de Transporte Remunerado de Personas #1277 de 24 de abril de 1951, y sus reformas; o sea, a la alzada estricta sometida a su conocimiento, pronunciándose sobre los acuerdos llegados en apelación de conformidad con la ley y las que resultaren aplicables al caso sub-judice. Si tal hubiese sucedido, la justicia habría sido pronta, cumplida, sin denegación y de conformidad con las leyes. ¿En qué consiste la violación al derecho constitucional? Las resoluciones #100 del 9 de junio, la negativa de aclaración del 18 de junio y la #115 del 28 de junio, todas de 1958, suscritas también por el señor Presidente de la República (no me explico la razón, ya que era simple alzada ante el Ministerio de Seguridad Pública, y nunca en años anteriores Ministro alguno pidió la firma del Presidente) y su Ministro de Gobernación, actuando como de Seguridad Pública, hicieron caso omiso del derecho constitucional antes relacionado. Con toda claridad lo indica, por ejemplo, la resolución S/N de las 15 hrs. del 18 de junio al expresar: ‘Por otra parte no entró el Ministerio a conocer puntos discutidos en el litigio’, y la resolución #100 había dicho: ‘No aparece ningún acuerdo o resolución válidos sobre los cuales se pueda emitir pronunciamiento’. Esa rotunda confesión y las demás conclusiones y consecuencias de las mismas resoluciones administrativas referidas, dan pie para afirmar que se produjo una completa y absoluta denegación de justicia, con lo cual menos aún pudo ser ésta pronta y cumplida, ni de conformidad con las leyes. En esa forma se violó el derecho constitucional que me garantizaba justicia en la protección jurídica—administrativa de mis intereses patrimoniales, amenazados con la absurda petición de la empresa Barrio Cuba reiterada en la alzada. No puede tener valor alguno la eventual excusa de que no fallaron sobre los puntos discutidos en el litigio, en razón de la supuesta inconstitucionalidad de ciertas resoluciones administrativas firmes, que no eran objeto del recurso, porque ello confirma la denegación de justicia, dado que ni por Constitución ni por ley alguna conocida, tenía competencia alguna el señor Presidente, ni el Ministro, para juzgar y fallar tales delicadas materias de orden constitucional. Artículos 10, 153 y 11 de la Constitución Política: Dice el artículo 10: ‘Las disposiciones del Poder Legislativo o del Poder Ejecutivo contrarias a la Constitución serán absolutamente nulas, así como los actos de los que usurpen funciones públicas y los nombramientos hechos sin los requisitos legales. Corresponde a la Corte Suprema de Justicia, por votación no menor de dos tercios del total de sus miembros, declarar la inconstitucionalidad de las disposiciones del Poder Legislativo y de los decretos del Poder Ejecutivo. La ley indicará los tribunales llamados a conocer de la inconstitucionalidad de otras disposiciones del Poder Ejecutivo’. Antes de seguir adelante, indico que como complemento del final de este artículo, la propia Ley Orgánica del Poder Judicial otorga competencia para conocer de esas ‘otras disposiciones del Poder Ejecutivo’ a la misma Corte Suprema de Justicia. De modo que, tanto en caso de decretos, como de resoluciones, siempre será este Alto Tribunal el único con capacidad jurisdiccional para conocer y resolver lo que atañe a la inconstitucionalidad de esos actos. El artículo 153 de la Constitución Política le otorga al Poder Judicial, además de las funciones que la misma Carta Política señala, el conocimiento de todas las causas civiles, penales, comerciales, de trabajo y contencioso—administrativas, así como otras que establezca la ley, cualquiera que sea su naturaleza y la calidad de las personas que intervengan en ellas. En lo que interesa dice el artículo 11: ‘Artículo 11.- Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad, y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes’… Los artículos 10 y 153 definen perfectamente en nuestro derecho constitucional, la órbita de la acción del Poder Judicial, el primero encargándolo de la declaratoria de inconstitucionalidad, y el segundo del conocimiento, decisión y ejecución de todas las ‘causas’ de índole jurídica diversa que presente el ordinario ejercicio de la función jurisdiccional. Ambos textos, en forma excluyente en relación con los otros Poderes del Estado. El artículo 11, concordando con ellos, prohíbe a los funcionarios no pertenecientes a este Poder el arrogarse tales facultades que no les corresponden. Estos y otros muchos artículos similares, tanto en nuestra Constitución Política como en la de diferentes países, así como en la doctrina constitucional tradicional y moderna, son considerados como garantías de los Poderes del Estado, por cuanto tienden a la correcta separación e independencia de los mismos, con ajuste a principios ya seculares en esta delicada materia de estructuración y funcionamiento del Estado. Sin embargo, tal garantía de los Poderes Públicos deviene en garantía para los particulares, por la lógica y elemental razón de que el propio Estado del cual forman parte estos elevados órganos, tiende en definitiva a la protección del individuo, como fin y no como medio de la consecución del bienestar común. Tan es ello así, que modernamente, tal vez entresacando de tesis antiguas y modernas, se le ha definido al Estado como ‘organización político—jurídica del Poder de la Sociedad, para garantizar los derechos de los individuos’. Creo, no requiere mayor explicación el punto para el ilustre criterio de los señores Magistrados, aunque conviene agregar que en la realidad del ordenamiento jurídico de un país, esa garantía resulta evidentemente de gran provecho para el particular: le está diciendo con toda certeza y claridad que para la decisión de los asuntos controvertidos en que medien intereses morales o patrimoniales, cuando se produzca la ‘causa’ judicial correspondiente, única y exclusivamente conocerán del caso los Jueces o Tribunales del Poder Judicial, otorgándole la certeza de su especialización, su probidad, su integridad personal y la independencia de criterio. Y además, le manifiesta que cuando surja la duda sobre la constitucionalidad de un acto legislativo o administrativo, será el negocio de conocimiento del Tribunal más alto del Poder Judicial: la Corte Suprema de Justicia. De todo lo anterior, se obtiene como conclusión inevitable que, referido el punto a los actos administrativos o legislativos, ellos protegen la situación jurídica particular mientras por los medios y ante los tribunales que determina la Constitución, no hayan sido declarados sin validez por vicios de inconstitucionalidad evidente, o por otros motivos que señalen las leyes vigentes. ¿En qué consiste la violación? En la resolución #100 del 9 de junio de 1958 puede verse como se dice expresamente: ‘No aparece ningún acuerdo o resolución válidos sobre los cuales emitir pronunciamiento’. Y más adelante agrega: ‘Y los documentos de autos no demuestran que en ellas se cumplieran los requisitos que señala el artículo 146 de la Constitución Política para que tuvieran validez’. Como ello fue dicho en la parte ‘considerativa’ de la resolución, podría pensarse que no implicó expresa declaratoria de la ‘invalidez’ por vicios de inconstitucionalidad; y precisamente por esta confusión solicité aclaración del pronunciamiento referido, con resultados negativos. Pero, en el estado actual de cosas, en plena ejecución de esa resolución #100, ya no importa el punto puesto que, desapareció completamente la duda sobre los alcances de la misma, al dictar el Consejo Superior de Tránsito su acuerdo #2 de la sesión # 666 del 17 de junio próximo anterior, en el cual con perfecta claridad dice: ‘Estimando que la citada resolución #100 considera sin validez las resoluciones del Ministerio de Seguridad Pública de las 16 hrs. del 22 de abril, adicionada por la de las 14 hrs. del 29 del mismo mes, ambas del año en curso, por cuanto no se cumplieron en ellas los requisitos que señala el artículo 146 de la Constitución Política. Se acuerda: Confirmar el acuerdo #3 de la sesión extraordinaria del 31 de marzo de 1958 celebrada por este Consejo y en consecuencia el término de 120 días para la operación de la concesión rige a partir de esta fecha’. Es decir, lo que antes fue duda se volvió realidad: se trataba nada menos de una declaratoria de nulidad por vicios de inconstitucionalidad, declarada por el Poder Ejecutivo, ya que éste confirmó el citado acuerdo del Consejo en la resolución #115 de las 10 hrs. del 28 de junio próximo anterior, haciendo suyas en consecuencia las consideraciones y efectos del citado acuerdo que, por otra parte se fundaba en la anterior del mismo Despacho #100 del 9 de junio de este mismo año. Esta sorprendente declaratoria de invalidez, decretada en las resoluciones objeto de este Amparo, violaron evidentemente mi derecho constitucional contenido en el artículo 10 que me garantizaba que únicamente el Poder Judicial, mediante la Corte Suprema de Justicia, podría conocer y resolver la eventual inconstitucionalidad de un acto administrativo firme que me había otorgado ciertos derechos patrimoniales. Igualmente se produjo violación del artículo 153 de la Carta Política, porque si la posible causa de nulidad se originaba en vicios diferentes, de orden legal simple, igualmente sería el Poder Judicial el competente para dilucidar el punto, y en ningún caso el señor Presidente de la República y su Ministro de Gobernación. También, como consecuencia de las violaciones anteriores, resulta inacatado el artículo 11 de la misma Constitución porque, se produjo extralimitación de funciones de tales personeros del Poder Ejecutivo. En todos los casos, los derechos patrimoniales referidos, debieron permanecer incólumes, mientras no hubiera decisión de los Tribunales Judiciales competentes. Prueba: Documental. A) Cartel de Licitación #17, Gaceta del 25 de febrero de 1958. B) Certificación del acuerdo del Consejo adjudicando a Barrio Cuba Ltda. #3 del 31 de marzo de 1958. C) Certificación de la resolución #47 del Ministerio de Seguridad Pública revocando el acuerdo anterior y adjudicando a mi favor. D) Aviso de la adjudicación: Gaceta del 30 de mayo, pág. 1773. E) Constancia de la “Auto Mercantil Ltda.” sobre pedido, pagos etc. H) Certificación de acuerdos #3 de la sesión  654 del 6 de mayo, y #3 del 19 de mayo, del Consejo Superior de Tránsito. I) Certificación de la resolución #100 del 9 de junio de 1959. Escrito (copia) pidiendo aclaración y negativa del 18 de junio. K) Certificación del acuerdo #2 de la sesión #666 del 17 de junio del Consejo. L) Resolución #115 del 28 de junio publicada en Gaceta del 6 de junio de 1958, confirmando. (advierto: que las letras no están en orden alfabético corrido, sino en concordancia con las letras usadas en “antecedentes”, como prueba correspondiente a cada punto). Aclaración. No tanto para los señores Magistrados de la Corte Plena, a quienes no haría falta ilustración al respecto, sino para evitar malentendidos con los funcionarios públicos que firmaron las resoluciones objeto de este amparo, quiero resaltar en forma breve y concisa que, tanto por su esencia, como por su configuración en nuestro ordenamiento jurídico, el juicio o recurso de amparo es de carácter sumario, y en consecuencia busca principalmente la restauración de la situación jurídica, al estado original antes de producirse el acto motivador del amparo, de tal forma que no se coarta la determinación de otro particular para dilucidar, si ese fuere su deseo, en un amplio juicio ordinario, que podría ser el Contencioso-Administrativo, la eventual y supuesta invalidez de la Resolución #47 que me otorgó el derecho patrimonial. Ni se cierra la puerta para la presentación del recurso de inconstitucionalidad del acto administrativo referido. Resultaría una inversión de los lógicos y justos caminos del derecho y la equidad, que fuera yo la obligada a presentar un largo juicio, mientras se resuelve el cual debería yo pagar intereses, hacer abonos, tener las unidades nuevas sin usar, y sufrir cuantiosas pérdidas económicas, existiendo como existe una resolución administrativa firme (la #47) que me otorgó derechos de propiedad, y cuya invalidez no se ha producido legalmente. La plena justificación del recurso de amparo debe consistir, precisamente, en la protección de estas situaciones jurídicas particulares, contra los actos violatorios de los derechos constitucionales que garantizan tales situaciones. Me acojo a la Constitución. Me apoyo en la Ley de Amparo y pido justicia a los señores Magistrados. Petitoria: I) Que se declare procedente el amparo, restituyéndome en el pleno goce de mi derecho de propiedad, violado por la resolución #100 de las 17 hrs. del 9 de junio de 1958, y su consecuente la #115 de las 10 hrs. del 28 de junio de 1958, que declararon sin validez la resolución #47 de las 16 hrs. del 22 de abril de 1958. II) Que por consiguiente: la resolución #47 de las 16 hrs. del 22 de abril de 1958, que me adjudicó la licitación #17 del Consejo Superior de Tránsito, debe seguir surtiendo todos sus efectos jurídicos pertinentes. Fundo este juicio en la Ley de Amparo #1161 del 2 de junio de 1950 y su reforma del 19 de agosto de 1952.”   
Solicitado informe a los altos funcionarios contra quienes se endereza el recurso, el señor Ministro de Gobernación, encargado del de Seguridad Pública, en telegrama enviado oportunamente, informó: “De San José 12 de julio 58 las 16h30. A Sr. Lic. don Francisco Calderón C. Srio. de la Corte Suprema de Justicia. Preferencia. Sin perjuicio hacer extensa manifestación de los argumentos y razones que se tienen para considerar todo punto improcedente demanda amparo interpuesta señora Ana María Acosta Gutiérrez de Zamora, contra el señor Presidente de la República y señor Ministro de Seguridad Pública por sus resolución N°100 (cien) de 17 diecisiete horas nueve junio del corriente; S/N de las quince 15 horas del dieciocho de junio y la ciento quince de diez horas veintiocho 28 de junio de este año, contesto audiencia concedida así: Ninguna disposiciones invocadas por recurrentes consagran derechos protegidos amparo; no se declaró inconstitucionalidad, sino nulidad base artículos ochocientos treinta y cinco y ochocientos treinta y siete Código Civil relación ciento cuarenta y seis Constitución Política; eso no obstante, inexistencia resoluciones, recurrente sin concesión alguna a su favor. Resumiendo, no hay violación alguna a artículos indicados por el recurrente. Atentamente, Joaquín Vargas Gené. Ministro de Gobernación Encargado Seguridad Pública.” El señor Presidente, dentro del término de las veinticuatro horas concedidas, no contestó el informe. Posteriormente, ambos funcionarios, en memorial de fecha quince de julio en curso, hicieron la siguiente presentación: “Nosotros, Mario Echandi Jiménez, mayor, casado, abogado, de este vecindario, en mi calidad de Presidente Constitucional de la República, y Joaquín Vargas Gené, mayor, casado, periodista, del mismo vecindario, en mi calidad de Ministro de Gobernación y Carteras Anexas, actuando como Encargado de la Cartera de Seguridad Pública, con todo respeto y consideración nos presentamos ante Ustedes, con el objeto de ampliar la contestación que gustosamente dimos, mediante telegrama, a su instancia de once de julio del corriente, con motivo del recurso de amparo en nuestra contra interpuesto por la señora doña Ana María Acosta Gutiérrez de Zamora, por considerar la indicada quejosa, que con varias resoluciones dictadas por el Poder Ejecutivo se lesionan sus legítimos intereses, en los términos y condiciones por ella expuestos en su libelo de demanda. Aún cuando no sea lo más propio y técnico, en esta nuestra exposición nos vamos a referir, una por una, y en el orden que les da la recurrente, a las transgresiones constitucionales por ella alegadas.  Consecuentemente con lo que se deja expuesto, pasamos a comentar la primera violación alegada, sea la del artículo 45 de la Constitución Política, que la querellante puntualiza, bajo el epígrafe de su exposición “Derechos Constitucionales amenazados y luego violados”. El artículo 45 de nuestro Código Político, establece fundamentalmente, que la propiedad es inviolable. Basta ver las actas de las sesiones de la Asamblea Nacional Constituyente, para convencerse de que los miembros de aquella Honorable Asamblea, en todo momento, entendieron que se trataba de propiedad en sentido propio, valga decir, en sentido clásico. Para nosotros, así como para los Constituyentes, la propiedad de que se habla en el artículo 45 del texto constitucional es la propiedad inmueble, la propiedad mueble y la propiedad que podríamos denominar intangible, sea la constante en títulos o documentos de crédito de muy variada índole, pero demostrativos todos de verdadera propiedad en beneficio de persona determinada.  Usando la terminología del Código Civil diríamos que la propiedad de que habla el repetido artículo 45 constitucional, es la de los bienes mencionados en el artículo 253 del Código Civil, que luego se especifican en los artículos 254, 255, 258 y 260 ibídem; y que, el alcance técnico y propio de esa propiedad (Derechos reales y personales) es el que se desprende de los artículos 259 y 260 del Cuerpo de Leyes últimamente indicado. En consecuencia, no puede interpretarse como incluido dentro de ese repetido artículo 45 ningún ‘derecho’ que no sea el de propiedad en los términos y alcances que se dejan relatados. Conviene no confundir, a los fines de interpretar bien esa disposición constitucional, la propiedad en sentido propio con la que algunos autores llaman patrimonio ‘como una universalidad jurídica emanada del concepto de personalidad, en que se comprenden todos los bienes y derechos que corresponden o puedan corresponder en lo futuro a una persona en el transcurso de su vida’, según expone esas opiniones don Alberto Brenes Córdoba en las páginas ocho y nueve de su Tratado de los Bienes, edición tercera. Así, como ejemplo, el profesor Baudry-Laantinerie expresa: ‘El patrimonio es una abstracción y representa, más bien, la aptitud de poseer; es una consecuencia de la personalidad. Como universalidad de derecho, es un continente distinto de su contenido, activo y pasivo; el contenido es variable en calidad y cantidad, el patrimonio en sí no cambia nunca’. El profesor Planid expone lo siguiente en punto a este mismo orden de ideas: ‘puede una persona poseer muy pocas cosas, no tener bienes ni derechos de ninguna especie; y aún, como ciertos aventureros, no tener más que deudas. Con todo, esa persona tiene patrimonio; porque este término no significa riqueza, ni impulsa un valor positivo; es como una bolsa vacía’. Lo transcrito se copió de la página nueve de la obra citada del profesor Brenes Córdoba. Como ya indicamos, pues, el Constituyente no declaró en el artículo 45 de tan repetida cita, la inviolabilidad del patrimonio, lo cual hubiera sido un verdadero despropósito, como no sea interpretando esa expresión (patrimonio) como el conjunto de los bienes de una persona, es decir, de aquellas cosas tangibles e intangibles sobre las cuales la persona ejerce en sentido propio el derecho de propiedad. El constituyente de 1949 expresó su propósito de modo bien distinto a como lo parece interpretar la señora quejosa; el Constituyente declaró única y exclusivamente la inviolabilidad del patrimonio en sentido propio; sentido este que se consigna en los artículos del Código Civil que más arriba se dejaron indicados. Resumiendo esta primera parte de la exposición, hemos de manifestar que no cabe entender que en el artículo 45 estén incluidos derechos que no sean el de propiedad en sentido estricto. Aceptando únicamente para efectos de discusión la validez de las resoluciones que otorgaron la concesión para el transporte remunerado de pasajeros, entre la Ciudadela del INVU en Hatillo y San José y viceversa, resoluciones N°s 47 de 16 horas del 22 de abril del corriente, y la de 14 horas del 29 de abril del mismo año, aceptando esa validez por simple vía de discusión—insistimos—tenemos que reconocer que lo que la señora Acosta Gutiérrez pudo derivar de esas resoluciones fue lo que se denomina un derecho de línea, según la terminología de la Ley N° 1277 de 24 de abril de 1951. Según el artículo 3 de la indicada Ley de Transporte Público, un derecho de línea está constituido, pura y simplemente, por la explotación del transporte entre dos localidades o por el trayecto de una ruta, por medio del número de unidades que señale la respectiva concesión. Por otra parte, a tenor del artículo 4° ibídem, es evidente que se trata de un derecho típicamente administrativo, de duración limitada, cuatro años, que se obtiene por licitación pública. Como vemos, no puede hablarse aquí de propiedad, ni siquiera en sentido laxo, y menos en el sentido propio de que habla el artículo 45 de nuestra Carta Política. Como ya lo indicamos, se trata de un derecho típicamente administrativo, concedido, a tiempo limitado, por la administración pública, representada por el Consejo Superior del Tránsito, y que no sólo por doctrina sino con base en la indicada Ley de Transporte Remunerado de Personas, no da propiedad de ningún género. De todo lo anterior resulta que de ningún modo cabe la procedencia de la demanda de amparo de que nos ocupamos, por cuanto el Derecho que la quejosa pudo derivar de las resoluciones ministeriales mucho más arriba indicadas, no es el de propiedad previsto como inviolable en el artículo 45 de nuestra Ley Suprema, sino más bien un derecho de naturaleza especial (configurado, como ya se indicó, en la Ley de Transporte Remunerado de Personas) y si en algún modo las resoluciones por cuyo motivo nos ha demandado en la vía de amparo la quejosa, violaren o perjudicaren su hipotético derecho de línea, la verdadera vía y forma para su correctivo o reclamación es la establecida por el artículo 49 de la Constitución Política, al configurar el juicio contencioso administrativo. De los propios términos de esa norma constitucional se desprende, sin forzamiento, que es la que debió usar la señora Acosta Gutiérrez de Zamora, como que ese juicio contencioso administrativo es el propio para ventilar las cuestiones que surjan con motivo del ejercicio de derechos administrativos que correspondan a determinada persona. Creemos innecesario, por haberlo demostrado ya, insistir en la naturaleza típicamente administrativa del hipotético derecho de línea de la demandante, siendo claro, pues, en esa virtud, que no podía pretender su protección o restitución por la vía del amparo, vía esta reservada única y exclusivamente para los derechos indiscutiblemente consignados en la Constitución, incluso en artículo expreso, y que son los que se denominan en nuestra Constitución Derechos y Garantías Individuales y Derechos y Garantías Sociales, y en la terminología doctrinaria, derechos humanos. Con base en lo que se lleva dicho, es nuestra opinión que procede declarar sin lugar la demanda de amparo de que venimos haciendo la refutación, porque el derecho de línea que hipotéticamente tiene la señora que se queja, no es de los que pueden protegerse por la vía del amparo, debiendo de proveerse en el sentido de que queda incólume su derecho para que lo ventile en la vía y forma que corresponda. En una palabra, como queda dicho, no hay, ni con mucho, violación del artículo 45 con los pronunciamientos del Poder Ejecutivo contra que aquí se ha alzado la quejosa. Pasamos a referirnos a la segunda violación alegada, sea la del artículo 41, parte final de la Constitución Política. Parece claro que no se está en el caso, aun aceptando por simple vía de discusión, todo lo relatado por la señora Acosta Gutiérrez de Zamora en su líbelo, que figura el artículo 41, parte final, de nuestra Carta Política. Ese texto, como se comprende, se refiere a aspectos formales y no a aspectos de fondo de lo que las autoridades resuelvan ante todo género de los particulares. A la quejosa no se dejó de resolvérsele sus peticiones, en un sentido o en otro, con prontitud, sin denegación, y de conformidad con las diversas normas aplicables. Si considera, como lo manifiesta en su recurso, que en el fondo se le perjudica indebidamente, ya eso es una cuestión distinta por entero, a la que se prevé en la parte final del repetido artículo 41 de nuestra Carta Magna, y que, en esa virtud, no es susceptible la cuestión de ventilarse en esta vía de amparo, sino, presumiblemente, mediante el juicio contencioso administrativo u otro tipo de proceso. El caso que se figura en el repetido artículo 41 constitucional, cuando en verdad ocurre, sí podría dar base a un amparo, pero nunca las equivocaciones—por muy grandes que ellas sean en cuanto al fondo del asunto que el particular sometió a resolución de autoridades administrativas, las cuales en el caso concreto resolvieron con prontitud, cumplidamente, sin denegación y con apego a las diversas leyes que estas autoridades, sincera y honradamente, entendieron eran aplicables al asunto en discusión. Consideramos, en virtud de la claridad del texto del artículo 41 de la Carta, y de las breves explicaciones que hemos dado, que es ocioso insistir en que no se está en el caso que se figura en la segunda parte del indicado texto, sino en un caso de disconformidad de un particular con lo que la autoridad respectiva le resolvió con prontitud, cumplidamente, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes que consideró aplicables, y con la inteligencia de estas mismas leyes, que sinceramente entendió era la correcta. Consecuentemente con lo anterior, consideramos que es del caso declarar la improcedencia del amparo interpuesto, pues que no se ha violado el artículo 41 de nuestro Código Político. Se pasa a comentar la tercera violación indicada por la resolución, sea la referente al artículo 153 de la Constitución Política. Ese texto, inusitadamente traído a colación en un recurso de amparo, en verdad no tiene que hacer absolutamente nada en el punto en discusión, pues de lo que se trata es de fijar constitucionalmente la competencia del Poder Judicial. En modo alguno puede interpretarse, ni siquiera por la vía de simple ejercicio dialéctico del absurdo, que ahí se consigne uno de los derechos o garantías que pueden ser protegidos mediante el recurso de amparo. Como ya se indicó, el recurso de amparo se da para mantener o restablecer el goce de los derechos consagrados en esta Constitución, con la salvedad de lo correspondiente al hábeas corpus, pero consagrados a favor de la persona, no de un Poder frente a otro Poder, etc., etc. En otros términos, como ya lo hemos indicado, para que proceda, en principio, el recurso de amparo ha de tratarse de mantener o de restablecer el goce de uno de los derechos y garantías individuales, o bien de uno de los derechos y garantías sociales, o todavía más, en una palabra, uno o varios de los derechos que histórica y doctrinalmente se denominan Derechos Humanos, Derechos del Hombre. De ninguna manera puede un particular sentirse perjudicado, y en esa virtud, en el caso de interponer el amparo, porque a su juicio, determinada autoridad o poder incumpla, o incluso viole, artículos constitucionales que no consagren el derecho de la persona, en el sentido que se deja indicado, vale decir, un derecho o garantía individual, un derecho o garantía social, en una palabra, un derecho humano, los conflictos, malos entendidos, abusos, etc., que las autoridades entre sí confronten, mientras no involucren trasgresiones o violaciones a los derechos humanos de que la persona goza a tenor de la Constitución Política, no pueden dar base ni asidero a la interposición y menos a la procedencia de un recurso de amparo. Conforme lo dejamos dicho, procede rechazar el recurso de mérito, en cuanto se fundamenta en violación del artículo 153 constitucional, porque ese texto, indebidamente traído a colación, no ha sido violado. Pasamos a referirnos a la pretendida violación del artículo 10 de la Constitución Política. Cuando una autoridad, el Poder Legislativo o el Poder Ejecutivo, emite una disposición contraria a la Constitución, dice el artículo 10 de ese Código Supremo, que lo dictado será absolutamente nulo. Más adelante de su redacción, concretamente en su párrafo segundo, el artículo 10 arriba citado, dispone que corresponde a la Corte Suprema de Justicia, por votación no menor de los dos tercios del total de sus miembros, declarar la inconstitucionalidad de las disposiciones del Poder Legislativo y de los Decretos del Poder Ejecutivo. Queda claro, pues, que en el artículo 10 lo que se consagra es la garantía de lo que podríamos denominar la constitucionalidad de las disposiciones dictadas por el Poder Legislativo y por el Poder Ejecutivo. También se consagra que es la Corte Suprema de Justicia la competente para declarar la inconstitucionalidad de las indicadas disposiciones. Cuando un particular se considera perjudicado en sus legítimos derechos, por lo que considera inconstitucionalidad de determinada ley o decreto del Poder Ejecutivo, lo procedente es que, en el proceso donde vaya a tener aplicación esa norma, él alegue su inconstitucionalidad, y que interponga ante la Corte Suprema de Justicia el respectivo recurso de inconstitucionalidad; de ninguna manera es procedente ni propio que el particular pretenda defenderse del perjuicio que se le va a causar con la aplicación de una norma constitucional mediante la interposición del recurso de amparo. Como vemos, aún interpretando que en el artículo 10 se consignare una garantía individual, esta no sería de alegación por la vía de amparo, sino del recurso de inconstitucionalidad. El Poder Ejecutivo, al dictar la resolución número 100 de las 17 horas del 9 de junio del año en curso, no declaró en modo alguno la inconstitucionalidad de ninguna resolución anterior, sino que lo que hizo fue, no en el Por Tanto, sino simplemente en su único Considerando, dar cumplido acatamiento a la disposición contenida en el artículo 146 de la Constitución Política, que dispone: ‘Artículo 146.-  Los Decretos, Acuerdos, Resoluciones y órdenes del Poder Ejecutivo, requieren para su validez las firmas del Presidente de la República y del Ministro del ramo, y además, en los casos en que esta Constitución establece, la aprobación del Consejo de Gobierno. Para el nombramiento y remoción de los Ministros bastará la firma del Presidente de la República’. Es obvio que en el artículo 146 de la Constitución que se acaba de copiar, se establece una verdadera nulidad absoluta, toda vez que se dispone que para la validez de las disposiciones que menciona se requiere, indispensablemente, las firmas del Presidente y del respectivo Ministro. A contrario sensu, si no se ha cumplido con esa formalidad esencial (una de las pocas expresamente establecidas por el Constituyente) es de pleno derecho la invalidez, es decir, la nulidad absoluta de los decretos, acuerdos, resoluciones y órdenes que carezcan de las indicadas firmas. Dice el inciso 2) del artículo 835 del Código Civil: Artículo 835. Hay nulidad absoluta en los actos o contratos: 1°...; 2°. Cuando falta algún requisito o formalidad que la Ley exige para el valor de ciertos actos o contratos, en consideración a la naturaleza del acto o contrato y no a la calidad de estado de la persona que en ellos interviene.” Por su parte el artículo 837 ibídem, estatuye que: Artículo 837. La nulidad absoluta puede alegarse por todo el que tenga interés en ella y debe, cuando conste de autos, declararse de oficio, aunque las partes no la aleguen; y no puede subsanarse por la confirmación o ratificación de las partes, ni por un lapso de tiempo menor que el que se exige para la prescripción ordinaria”. Queda claro, pues, que el Poder Ejecutivo al dictar su resolución N°100 de las 17 horas del 9 de junio del año en curso, en su único Considerando, no hizo otra cosa que dar estricto y cabal cumplimiento a lo mandado en el artículo 146 de la Constitución y a lo prescrito en los artículo 835 y 837 ambos del Código Civil. En modo alguno el Poder Ejecutivo con su relatado proceder declaró inconstitucionalidad de ninguna norma, acuerdo o disposición, no habiendo, en esa virtud, invadido la órbita de acción que el artículo 10 constitucional da a la Corte Suprema de Justicia. En una palabra, no se ha violado el artículo 10 de la Constitución Política, cuya violación si hubiera existido, no sería reclamable por la vía del amparo.  En atención a la forma como está integrado el Consejo Superior de Tránsito, según lo dispone el artículo 24 de la Ley N°1277 de 24 de abril de 1951, y sus posteriores reformas, es de rigor interpretar que las apelaciones establecidas por esa misma ley contra los acuerdos del indicado Consejo, lo son para ante el Poder Ejecutivo y no exclusivamente para ante el Ministerio de Seguridad Pública.  Según el indicado artículo 24 de la Ley de Transporte Remunerado de Personas, el Consejo Superior de Tránsito, está integrado así: a) Por el funcionario de mayor categoría del Ministerio de Seguridad Pública, después del Ministro o por el que éste designe; b) por un delegado del Instituto Nacional de Seguros; c) por un representante de los concesionarios de líneas; d) por un representante de la Municipalidad del Cantón Central de la Provincia de San José, en quien podrán delegar su representación otras Municipalidades interesadas para los fines previstos en el artículo 21 de esta Ley; y e) por un miembro nombrado por el Poder Ejecutivo. Y continúa expresando el mencionado artículo 24. “Habrá un suplente para cada uno de los miembros propietarios y el delegado del Ministerio de Seguridad Pública será Presidente ex​-oficio del Consejo y designará su propio suplente. Los restantes suplentes serán nombrados en la misma forma indicada para los propietarios. El Poder Ejecutivo dictará acuerdo por medio del cual declarará integrado el Consejo”. Como se puede ver en la integración del Consejo Superior de Tránsito, prepondera la representación del Poder Ejecutivo, por una doble vía, primero por cuanto hay un miembro que es el funcionario de mayor categoría del Ministerio de Seguridad Pública, después del Ministro o quien éste indique; y después porque hay uno de los señores miembros que es nombrado por el Poder Ejecutivo.  Es decir en un cuerpo colegiado integrado por cinco miembros dos representan, en la forma indicada, al Poder Ejecutivo y uno de estos es nada menos que el Presidente ex​ oficio del indicado Consejo. He ahí por qué, aplicando la doctrina procedimental e interpretando el espíritu de la repetida Ley de Transporte Remunerado de Personas, hemos entendido que si ya el Ministerio de Seguridad está representado en el indicado Consejo, así como también el Poder Ejecutivo, las apelaciones que se hagan de los acuerdos del repetido Consejo, han de entenderse como hechas para ante el Poder Ejecutivo y no para ante el Ministerio de Seguridad Pública, como equivocadamente lo pretende la recurrente. Aparte lo anterior, que por sí solo es bastante claro, no parece lógico que el Ministro de Seguridad Pública que cuenta con voz delegada en el Consejo, se coloque, incluso, por sobre el Presidente de la República, toda vez que el Poder Ejecutivo tiene también su delegado en el muy repetido Consejo, y si interpretamos las cosas rectamente y no con engaño para los particulares apelantes que fundadamente esperan ser oídos y atendidos en una verdadera segunda instancia, tenemos que comprender que esta no puede radicar más que en el Presidente de la República, asistido del respectivo Ministro, es decir en lo que técnica y constitucionalmente se denomina Poder Ejecutivo. Lo anterior, que no requiere más comentario, se ve robustecido si se toma en cuenta que la materia sobre que versa la actividad del Consejo, está constituida por un servicio de elevado interés público, de donde se desprende que el Jefe del Poder Ejecutivo debe tener intervención, en grado, a fin de poder encauzar la Política Nacional en materia de transporte remunerado de personas. Si, como creemos haberlo demostrado, las apelaciones interpuestas contra los Acuerdos del Consejo Superior de Tránsito, lo son para ante el Poder Ejecutivo, parece lógico y consecuente que no puede bastar para la validez de la resolución dada en grado a una de esas apelaciones, la sola firma del Ministro de Seguridad Pública, sino que es indispensable, so pena de nulidad absoluta, según lo tiene dispuesto el artículo 146 de la Constitución Política, la firma del Presidente de la República. Precisamente en el Considerando Único de la resolución número 100 de las 17 horas del 9 de junio del corriente año, se da cuenta de que en el Ministerio de Seguridad Pública no aparece ningún acuerdo o resolución válido sobre que se pueda emitir pronunciamiento, pues que aparte de no aparecer las consiguientes resoluciones en los libros respectivos del indicado Ministerio, los documentos de autos no demostraban que en esas resoluciones, sí constantes en estos, se hubiera cumplido con los requisitos que señala el repetido artículo 146 de la Constitución Política. A modo de corolario de lo que se deja dicho, hemos de manifestar que en modo alguno se ha violado el artículo 11 de nuestra Ley Fundamental, toda vez que el Poder Ejecutivo no hizo otra cosa que cumplir con el artículo 146 de repetida cita, y con los artículos 835 inciso 2), y 837 ambos del Código Civil, en presencia, como mucho más arriba se indicó, de una nulidad absoluta de base constitucional.  Señores Magistrados de la Corte Suprema de Justicia: El informante Echandi Jiménez, con todo respeto y consideración, hace de su ilustrado conocimiento, que no suscribió, mediante su firma, el telegrama que con fecha doce de los corrientes les enviara el señor Ministro de Gobernación, encargado de la Cartera de Seguridad Pública, don Joaquín Vargas Gené, dando atenta respuesta a la instancia del señor Secretario de esa Honorable Corte recibida el día anterior por el indicado Ministro, por dos motivos fundamentales: Es el primero que, quizá precipitadamente, estimó que por tratarse de un amparo interpuesto por un solo acto realizado conjuntamente por él y el señor Vargas Gené, bastaba que este último diera contestación a esa Honorable Corte; y es el segundo, que, como es costumbre, en muy diversos casos y circunstancias, a su juicio el presente entre estos, se entiende que los señores Ministros actúan plenamente autorizados por el Presidente de la República. Pero, señores Magistrados, gustoso y atento me sumo, si bien algo tarde, al arriba indicado telegrama, el cual hago mío para todos los efectos de ley, pidiendo se me tenga por apersonado en estas diligencias desde el primer momento”. 
Discutido el caso, se acordó desestimar el recurso, en atención a las siguientes consideraciones: La esencia de nuestro amparo, según Ley N° 1161 de 2 de junio de 1950, reformada en su artículo 2°, por la N° 1495 de 9 de agosto de 1952, es la de proteger a los gobernados, frente a ciertos actos de carácter arbitrario, en vías de producirse o ya ejecutados, por personeros de la administración pública, cuando actúan principalmente en el ámbito de sus facultades discrecionales. Examinado el caso de autos, sin mayor forzamiento se aprecia, que la recurrente impugna diversos Acuerdos o Resoluciones de tipo eminentemente administrativo, dictados con fundamento en disposiciones regladas, que incluso emanaron de sucesivos órganos jerárquicos de la Administración. Planteadas simplemente las cosas así, resulta inoperante el amparo para pretender neutralizar pronunciamientos recaídos en el cauce de las respectivas diligencias, en la órbita propia, donde se generan y configuran los actos administrativos. Entrar aquí al fondo del planteamiento de la querella, equivaldría hacer en vía no idónea, declaratorias exclusivas de los juicios de conocimiento, prejuzgar sobre existencia de nulidades o verificar un control de legalidad, situaciones todas extrañas al específico mérito. Dado lo sumario del recurso de amparo, se accedería declararlo, cuando de los términos de su invocación, surge de inmediato, evidentes violaciones de los derechos consagrados en la Constitución Política, sin necesidad de verificar ulteriores contrastes con situaciones jurídicas o de hecho ya previamente calificadas después de agotados los trámites administrativos. Implicando una eventual discusión jurídica de los diferentes aspectos relacionados y existiendo otros procedimientos taxativos, para en su caso reparar el agravio que se dice haberse cometido, no se está en situación que regule o contemple la Ley de Amparo y lo que procede es desestimar el recurso. Artículos 3°, 9° y 21 ibídem.
